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  Para mi padre, por su complicidad eterna.
Para la abuela Paquita,
a la que tanto queremos los Rueda Gil


Prólogo a la edición digital

En su día me llamó la atención que “Servicios de inteligencia: ¿fuera de la ley?”,  fuera adquirido para ser difundido en Colombia. Pronto encontré las respuesta: en el país Latinoamericano y en otros muchos de la zona, tenían la certeza de que sus servicios de inteligencia se movían con frecuencia más allá de los límites que marcan sus legislaciones. Incluso mucho más de lo que lo hacen en España.

En nuestros países hermanos, son constantes los escándalos que muestran a sus políticos utilizando a sus espías como detectives privados en unos casos, y como mercenarios despiadados en otros. Poco les importa que sean agencias del Estado, que deberían estar por encima de los gobiernos de turno para servir a los intereses más importantes del país. Los usan de tal forma que el desprestigio lastra su imagen pública.


Cuando me puse a escribir este libro quería investigar si los servicios de inteligencia actuaban para conseguir el bien de los ciudadanos o si, como me temía, servían a intereses espurios de esos que continuamente vemos representados en las películas con personajes traidores. Gobernantes que les encargan misiones que nada tienen que ver con la soberanía del país, jueces que les reclaman sin éxito una ayuda imprescindible para perseguir a los más peligrosos delincuentes, diputados que intentan sin éxito controlar sus actividades o periodistas que persiguen controlarles sin conseguir destapar el velo que les oculta cuando sus actuaciones ilegales prestan un pésimo servicio a la sociedad.


Siempre me he preguntado si los gobiernos españoles o extranjeros les encargan misiones ilegales y la investigación para este libro me llevó a demostrar que estaba en lo cierto. Siempre creí que los diputados intentaban averiguar lo que pasaba en el santo edificio de los servicios de inteligencia y no llegaban siquiera a rascar la superficie, a pesar de que las leyes han ido avanzado con el paso de los años y oficialmente se les haya dotado de un mayor poder de control. Siempre sospeché que los jueces les pedían ayuda en casos de extrema gravedad y que los servicios no se la prestaban para defender los intereses particulares de algunas personas. Y siempre estuve seguro de que el papel que debíamos jugar los periodistas en el asunto de los servicios de inteligencia –a pesar de su continuo boicot- era informar con valentía para que la sociedad pudiera cumplir su derecho de tener acceso a la información relevante de lo que pasa en el país.

Esa necesidad de controlar a cualquier institución de un país, me lleva a recuperar en su edición digital este libro de investigación, cuyo original mucho más amplio recibió la calificación de apto cum laude en su defensa ante un tribunal de tesis doctoral convocado en la facultad de Periodismo, de la Universidad Complutense de Madrid. Como es obligatorio en cualquier trabajo con una base científica, el análisis de los casos narrados que conmocionaron España y otros países, demostrarán que sin un férreo control por parte de los poderes legislativo, ejecutivo, judicial y de los medios de comunicación, los servicios de inteligencia dejan de servir al Estado e, incluso, pueden ir contra él.





  Prólogo: servicios secretos e información


  La necesidad de la información


  Los procesos de decisión dependen esencialmente de tres factores: de la información que tengamos, de los sentimientos y del contexto en el que se tienen que producir. Las llamadas decisiones científicas son aquellas que se basan exclusivamente en la información. Si las decisiones acertadas son las que conducen al éxito, es obvio que poseer la información determinante en cada momento es una necesidad tanto en el plano personal como institucional.


  La adquisición de la información


  La adquisición de la información ha sido, es y será una preocupación permanente del ser humano. Los estados no pueden ser ajenos a esta tendencia. A medida que el mundo va siendo más complejo las necesidades de información se han ido incrementando. Hoy se puede afirmar que ios estados son organizaciones con una capacidad enorme de adquirir, procesar y utilizar información.


  El sistema de recogida de información ha ido mejorando de tal manera que, para poner un ejemplo, la Hacienda Pública lleva mejor las cuentas de ingresos de los ciudadanos que ellos mismos.


  A pesar de lo anterior, este sistema tiene carencias y por tanto se producen vacíos informativos. Hay información que no llega por los procedimientos habituales y es cuando surge la necesidad de arbitrar formas de adquisición no convencionales capaces de rellenar esas lagunas. Es así como surgen los llamados servicios secretos de información, hoy denominados servicios de inteligencia.


  La necesidad de su existencia sólo se puede justificar desde este enfoque. Sin querer minusvalorar la información que adquieren, lo que realmente les da carácter es la forma de adquisición. Es desde esta perspectiva como hay que entender estos servicios, no como los responsables de suministrar la información que necesita el Gobierno para gobernar, sino sólo aquella que por las vías normales no se puede conseguir.


  Una realidad incuestionable es que la información proporciona seguridad tanto militar, como económica y social, y también superioridad respecto a quienes no la poseen. Estas razones hacen que en una sociedad competitiva como en la que vivimos es importante, por un lado, tener toda la información de nuestros competidores, contrarios o enemigos y, por otro, tratar de impedirles toda información sobre nosotros. Es así como se genera la llamada «batalla informativa», que se libra con igual intensidad en épocas de paz, de conflicto o de guerra.


  En la llamada «sociedad de la información» en la que vivimos esto es una enorme contradicción: por un lado defendemos la libre circulación de la información, la transparencia y la universalidad de conocimiento y por otro establecemos limitaciones protegiendo determinadas informaciones. Ante la imposibilidad de blindar tanto la información como el conocimiento, se busca la superioridad en el ritmo de desarrollo: quienes no generen conocimiento están condenados a ir detrás de aquellos que sí lo hacen. La superioridad de Estados Unidos o de Japón y Alemania reside, en gran parte, en su desarrollo científico-tecnológico. El mantener esa superioridad supone un esfuerzo permanente en materia de investigación, y será real mientras sean capaces de realizarlo. Eso de que «investiguen ellos» es resignarse a ocupar un segundo plano permanentemente.


  Si hemos desarrollado este último punto es para poner de manifiesto la existencia de esa otra vía de adquirir información que es la investigación cuyos resultados los gobiernos van a proteger. El espionaje científico e industrial es una realidad que ha ido adquiriendo cada vez mayores dimensiones y que afecta no sólo a los gobiernos, sino también a las empresas.


  La reserva de información


  La Unión Europea establece que se puede restringir la información en las siguientes áreas: defensa nacional, relaciones con otros estados, relaciones con organismos internacionales, asuntos comerciales, financieros y fiscales, temas referidos a la persecución y prevención de delitos, en determinados aspectos de la administración de justicia y todo aquello que viole la intimidad de las personas y haga referencia a los archivos personales y clínicos. La legislación sobre la denominada información reservada de los diferentes países recoge estos puntos y establece limitaciones a la libre circulación de la información.


  Algunos de estos puntos son claros, pero otros ofrecen no pocas dudas, y quien posee esa información, aun suponiéndole buena fe, puede pecar de exceso de celo y optar por la restricción antes que por la difusión. Así se puede privar a los ciudadanos de gran parte de la información que deberían poseer. Es evidente que esto es restringir el derecho a estar informado.


  El uso correcto de la información


  Cualquier proceso informativo puede sufrir una serie de perversiones tanto en la adquisición como en la difusión. Este riesgo se acentúa cuando se utilizan procedimientos no convencionales y se investigan aspectos que pueden estar dentro de lo que hemos denominado zonas reservadas. El problema es el de siempre: ¿quién vigila al vigilante?


  Los problemas más graves que han tenido a lo largo de los tiempos todos los servicios de inteligencia han sido los derivados de la conducta de algunos de sus agentes. Basta que uno de ellos se desvíe para que el servicio se resienta. La tentación de utilizar la información en beneficio propio, la de venderla al mejor postor, la de utilizar procedimientos no admisibles en una sociedad democrática, la de querer demostrar su poder, el chantaje, etc., son tentaciones que en algunas ocasiones aparecen con consecuencias, no siempre conocidas pero otras veces muy notorias.


  Pero no son sólo los agentes, también los gobiernos a veces hacen un uso indebido de los mismos asignándoles misiones que son de dudosa legalidad.


  Los mecanismos de control de estos servicios, tanto jurídicos como políticos, son más formales que efectivos. Controlar a un agente cuando su actuación está amparada por la clandestinidad es tarea casi imposible. El mejor control es el que se basa en el sentido ético y la competencia profesional de los agentes, cualquier otro mecanismo presentará siempre lagunas de consecuencias imprevisibles.


  El periodismo de investigación


  Decía John Stuart Mill que «revelar al mundo algo que le interesa profundamente y que hasta entonces ignoraba, demostrarle que ha sido engañado en algún punto vital para sus intereses temporales o espirituales, es el mayor servicio que un ser humano puede prestar a sus semejantes». Si aceptamos este principio, el deber principal de todos los que participan en el proceso informativo es hacer llegar al ciudadano toda la información sin limitaciones de ningún tipo. No es una misión exclusiva del periodista, también lo es de las fuentes.


  Pero la realidad es que las fuentes en algunas ocasiones no proporcionan toda la información que tienen y cuando la difunden no siempre lo hacen de manera clara, concisa y en el momento oportuno. Esto ha hecho que el periodista no pueda limitarse a ser un mero mediador entre los actores de la información y sus audiencias, necesita investigar cada noticia para poder ofrecer una información completa a sus lectores y no estar sometido a los intereses de las fuentes.


  Informar sobre los servicios de inteligencia es algo que casi siempre han hecho algunos de sus agentes cuando por la razón que sea dejan el servicio. Esta información muchas veces viene marcada por el resentimiento, por las frustraciones que se han ido acumulando a lo largo de los años y en algunas ocasiones por un espíritu revanchista. Muy pocas veces, por no decir nunca, por la necesidad moral de informar a la sociedad, como algunos afirman. Cuando un periodista se acerca a este mundo tiene que ser capaz de hacer algo parecido a lo que hacen los agentes, es decir: HACER INTELIGENCIA, que consiste en elaborar toda la información que puede reunir para poder ofrecer a sus lectores una historia veraz, clara, interesante e ilustrativa de una tarea concreta de los servicios. En la medida que los servicios de inteligencia sean objeto de la información, el control de los mismos será más efectivo.


  Fernando Rueda ha sido un pionero en este campo. Apenas terminada su licenciatura, inició su andadura periodística en el desaparecido diario madrileño Ya, donde era responsable de los temas militares. El intento de Golpe de Estado del 23 de febrero de 1981 y la implicación en el mismo de agentes de los servicios secretos hizo que se interesase por aquello que hasta esos momentos era un tabú informativo. Es así como fue depurando por un lado las técnicas del llamado periodismo de investigación y por otro aprendiendo a «hacer INTELIGENCIA». Esto le permitió mostrar a la sociedad española cómo eran por aquel entonces sus servicios secretos. Sin alardes, con relatos bien fundamentados tanto en prensa diaria, revistas o libros, hoy es una referencia obligada cuando se habla de periodismo de investigación y de servicios secretos. Este trabajo que hoy presenta es fruto de la madurez y una aportación importante a la democracia, que podríamos resumir diciendo: la verdadera democracia sólo existe cuando los ciudadanos pueden informarse de todo cuanto sucede.


  Fernando Ripoll Molines
 Coronel del Ejército (R)
Profesor de Universidad


  Introducción


  ¿Han amparado e impulsado los gobiernos de la democracia —UCD, PSOE, PP— las actuaciones fuera de la ley de sus servicios? ¿Por qué esos gobiernos nunca han reconocido que las diferencias entre la Policía y la Guardia Civil con los servicios de espionaje son los procedimientos especiales de obtención de la información de los espías? (Por cierto, ¿son legales o ilegales esos procedimientos que les diferencian?) ¿Los gobiernos, que siempre se niegan a desclasificar documentos del Cesid-CNI, los filtran en secreto, incluso a veces los hacen públicos, para defender sus intereses más egoístas? ¿Los servicios de inteligencia, tanto en España como en el extranjero, usan a los medios de comunicación para dar salida a informaciones absolutamente falsas e intoxicadoras? ¿Quiénes son las fuentes que facilitan información a los periodistas sobre los servicios secretos? (Por cierto, ¿las fuentes que violan la ley para informar a la prensa, hablarían con los periodistas si no existiera el secreto profesional?) ¿Por qué ahora llaman servicios de inteligencia a lo que toda la vida han sido servicios secretos? ¿Por qué los espías viven peor con la democracia que con la dictadura? ¿Ha obligado la opinión pública a sus dirigentes a establecer importantes controles sobre las actuaciones del servicio de inteligencia? ¿Gobiernos de otros países actúan también fuera de la ley para proteger las acciones de sus servicios de inteligencia? ¿Sirven para algo los controles que ejercen el Gobierno, el Parlamento y los jueces sobre los servicios? (Por cierto, ¿por qué el único control real sobre los espías es el de la prensa?) ¿Tiene sentido la defensa de la seguridad nacional que esgrimen los gobiernos para impedir que se difunda información de los servicios de inteligencia? ¿Ha sido alguna vez procesado un periodista que ha escrito sobre el Cesid-CNI por violar alguno de los numerosos principios limitativos de la Ley de Secretos Oficiales? ¿Qué mueve a los profesionales del espionaje a renunciar a su compromiso de silencio para denunciar ilegalidades y a jugar con la posibilidad de acabar en prisión? ¿Podría desclasificarse una gran parte de los documentos del CNI sin poner en riesgo la seguridad nacional? ¿Cómo manipulan los servicios de inteligencia a los periodistas? ¿El Estatuto de Personal del CNI es inconstitucional? ¿Los gobiernos de los últimos veinticinco años han coincidido en confundir el Estado y su seguridad con la seguridad de algunas personas relacionadas con ellos y sus eventuales responsabilidades políticas y penales? ¿Por qué habiéndose destapado tantas ilegalidades en España, han sido tan pocos los agentes condenados en los tribunales?


  En 1977, hace ya más de un cuarto de siglo, por iniciativa del teniente general Manuel Gutiérrez Mellado, se creó en España el Cesid. Desde esa fecha y hasta la llegada de José Luis Rodríguez Zapatero al palacio de la Moncloa, muchos de los avatares más importantes ocurridos en España han tenido que ver con el servicio de inteligencia, actualmente llamado CNI, y la inmensa mayoría ha contado con su participación.


  Lo que van a leer es la investigación, descripción y análisis de las operaciones más destacadas de los servicios de inteligencia en España desde esa época y algunas otras ocurridas en diversos países occidentales. Verán claramente que no hay ninguna diferencia entre lo que acontece en nuestro país y lo que pasa en Alemania, Francia o Argentina.


  Voy a tratar de poner sobre la mesa nuevos datos y estudiar esos hechos que han marcado la vida de España y de algunos otros países para intentar descubrir el comportamiento de sus más altas instituciones. Cuando se habla de servicios secretos muchos siguen sintiendo miedo; otros, desconfianza; y algunos, es verdad que cada día más, cariño y admiración.


  Los servicios de inteligencia de todo el mundo actúan con una enorme libertad, traspasando con frecuencia las barreras que establecen las leyes vigentes. Los gobiernos amparan estas actuaciones porque se producen en beneficio de sus intereses, ya sean como dirección del país o como ciudadanos particulares. Los periodistas de investigación buscan ansiosamente las informaciones sobre comportamientos ilícitos para publicarlas, que la opinión pública las conozca y puedan corregirse las desviaciones. Los legisladores, con más o menos órganos de control en sus parlamentos, tienen una actuación preventiva inocua, que se convierte a posteriori de los escándalos en bastante activa. Los jueces están prestos a recibir las denuncias periodísticas, pero su trabajo suele concluir archivado ante la falta de colaboración de los gobernantes.


  Servicios de inteligencia, gobiernos, legisladores, jueces y periodistas son cinco de los principales protagonistas de la historia que les voy a contar. No está de más que les anticipe algunas claves para entenderla.


  Esconder el trabajo del CNI

Tradicionalmente los espías trabajaban para servicios secretos, denominación que dejaba clara su principal característica: su ocultismo. Pero el avance de la democracia en Occidente llevó a sus gobernantes a buscar un término más amable que escondiera su verdadera dimensión, que no tenía mucho sentido en un sistema en el que teóricamente los ciudadanos tienen derecho a conocer todo lo que pasa. Así que recurren al término «Inteligencia», que es, según el Manual de Inteligencia1 —uno de los libros del Cesid de circulación restringida y limitada para los agentes en formación—, «la información elaborada de interés para la toma de decisiones relativas a la defensa nacional».


  El término «inteligencia» es un gran eufemismo. La necesidad de reconocer la existencia de estos servicios es lo que ha motivado la búsqueda de esa terminología amable (qué palabra puede ser más amable que «inteligencia»). Y también el deseo de marcar unos fines lo suficientemente ambiguos para no tener que encorsetar sus acciones.


  Todas las definiciones que podemos encontrar en diccionarios y libros de espionaje hablan de los fines que tienen los espías, pero obvian los procedimientos que utilizan para conseguir la información. Sin embargo, los servicios están marcados, no por los fines, sino por los procedimientos, ya que en esencia lo que tratan es de obtener información secreta, que no va a ser divulgada y que sólo van a poseer determinadas personas. Esto explica su existencia y las enormes dificultades que encuentran en las democracias, en donde es necesario explicar muchas veces no sólo lo que se ha sabido, sino cómo ha podido uno saber aquello que dice. Así ocurrió con la información obtenida por el CNI sobre los contactos entre el dirigente de ERC, Josep Lluís Carod Rovira, y dos dirigentes de la cúpula de ETA. Tras la difusión de la historia, se pidieron explicaciones sobre la forma en que el servicio de inteligencia había tenido conocimiento de la información.2


  La ilegalidad de sus actuaciones es algo intrínseco al servicio, a pesar de que sistemáticamente lo niegan. Según el citado Manual de Inteligencia, «agente es la persona especialmente adiestrada para realizar actividades secretas, legales o no, en beneficio y bajo la dirección de un servicio de inteligencia al que puede pertenecer o no. Normalmente recibe contraprestación económica».


  Es importante aclarar que en el presente libro vamos a intentar desnudar al actual CNI, pero las mismas afirmaciones vertidas sirven para los servicios occidentales y una gran parte de ellas para los servicios de información integrados en los distintos cuerpos policiales españoles. La Policía, la Guardia Civil y la Policía Autónoma Vasca disponen de pequeños, pero muy operativos, servicios de información, especializados en diversas materias, principalmente relacionadas con el terrorismo, el narcotráfico y delitos organizados.


  La evolución del Cesid desde su creación en 1977 hasta el actual CNI de 2005 podemos verla rápidamente estudiando las leyes que han marcado su actuación. Es el paso de un servicio nacido con una mentalidad casi de dictadura hasta otro plenamente integrado en la democracia. Ha sido, sin duda, un gran éxito, porque nada puede escapar al control en un régimen de libertades. Pero para los agentes esa transformación ha sido una verdadera pesadilla, no porque no quieran vivir en una democracia, sino porque su trabajo se ve dificultado con tanta transparencia y vigilancia.


  Cuando Gutiérrez Mellado, vicepresidente para Asuntos de la Defensa, crea el Cesid en julio de 1977, lo hace con una norma de bajo rango legal y espera cuatro meses para establecer su composición y misiones, utilizando el Real Decreto 2723/77, de 2 de noviembre, que regula la estructura orgánica y funciones del Ministerio de Defensa. Es decir, crea un servicio secreto integrado en el Ministerio de Defensa, cuando en toda Europa la tendencia era hacerlo depender de la Presidencia del Gobierno. Gutiérrez Mellado se propuso crear un único servicio de inteligencia con carácter nacional y lo que levantó, leyendo el Real Decreto, fue un único servicio pero claramente militar. Al mes siguiente, mediante una orden se creó la estructura del servicio, que tendría tres divisiones: Inteligencia Interior, Inteligencia Exterior y Técnica. Su primera sede estuvo en el número 5 del céntrico Paseo de la Castellana, de Madrid, compartiendo paredes con el Ministerio del Interior. Eso sí, la mayor parte de sus agentes estaban distribuidos por pisos operativos repartidos por toda la capital.


  Esto fue lo que se hizo en los gobiernos de Adolfo Suárez. Tras la intentona golpista del 23-F y la llegada a la Moncloa de Leopoldo Calvo Sotelo, las sospechas sobre la participación del Cesid y su inoperancia para prevenir el golpe, llevaron a la aprobación del Real Decreto 726/1981, de 27 de marzo, en el que se encargaba al Centro la misión de prevenir informativamente cualquier comportamiento de los militares que se saliera del marco constitucional. Además, tras los dos generales que lo habían dirigido desde su creación, se bajaba el rango exigible para permitir el nombramiento del teniente coronel Emilio Alonso Manglano.


  La Orden Ministerial 135/1982, de 23 de octubre —cinco días antes de las elecciones que perdió la UCD y ganó el PSOE—, firmada por el ministro de Defensa, Alberto Oliart, finalmente hacía depender funcionalmente al Cesid del presidente del Gobierno, aunque orgánicamente lo siguiera haciendo del ministro de Defensa. Especificaba genéricamente las misiones —comenzaba a sacar a los espías de las catacumbas—, que ahora correspondían a cuatro departamentos: Inteligencia Exterior, Inteligencia Interior, Contrainteligencia y Economía y Tecnología. Otro importante avance fue referente a la figura del director, al que ya no se le exigía ser militar y se le concedía la categoría de director general. Emilio Alonso Manglano nunca más volvería a vestir el uniforme castrense.


  Otro paso más en la «civilización» del Centro fue abrir las puertas no sólo a militares y a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, sino también a cualquier ciudadano civil.


  Como todos los gobiernos de la democracia, el primero de Felipe González no tardó mucho en hacer sus cambios en el Cesid. El ministro de Defensa, Narcís Serra, impulsó el Real Decreto 2632/1985, de 27 de diciembre. Lo civilizaba un poco más al poner subdirectores generales al mando de cada división y crear diversos órganos, entre los que tendrían una especial relevancia posteriormente la Jefatura de Apoyo Operativo y el Servicio de Seguridad.


  Durante la etapa socialista se produjeron cambios importantes: se levantó una sede propia en el kilómetro 8,8 de la Autovía A-6, se aumentó considerablemente el número de agentes y se creó una destacada red de espías en el extranjero.


  Las leyes que vinieron posteriormente estuvieron marcadas por lo que el propio CNI en su página web especifica:3 «La etapa de expansión y consolidación del Cesid se vio temporalmente enturbiada a consecuencia de una sustracción de información clasificada con fines de utilización política que motivó justificadas críticas contra el Servicio.» Una acusación contra Juan Alberto Perote, jefe del Grupo de Apoyo Operativo, que había tenido en su poder unos documentos que posteriormente aparecieron publicados en diversos medios de comunicación.


  El cese de Alonso Manglano el 7 de julio de 1995, a causa del escándalo producido por el conocimiento de las escuchas ilegales del Cesid a importantes personajes de la vida pública nacional, supuso nuevos cambios. El más importante fue la aprobación del Real Decreto 1324/1995, de 26 de julio, con el que se ponía en marcha el primer Estatuto de Personal. Esta norma pretendía que todos los trabajadores del Cesid, fuera cual fuese su procedencia, quedaran sometidos al mismo régimen de personal.


  De ese Estatuto de Personal podemos destacar algunos aspectos especialmente controvertidos:


  —El personal designado para ocupar un puesto del Centro podrá ser cesado libremente en el desempeño del mismo (art. 4.3).


  —El personal que preste servicios en el Centro Superior de Información de la Defensa tendrá derecho a obtener la protección y el respaldo del Centro respecto a su actuación regular como miembro del mismo, asumiendo aquél la responsabilidad patrimonial en que pudiera haber incurrido por las acciones u omisiones que le hayan sido legítimamente ordenadas, haciéndose cargo de la oportuna asistencia letrada (art. 25.c.).


  —El personal del Cesid estará obligado a:


  [...] Cumplir estricta, leal, imparcial y diligentemente las obligaciones propias del servicio, acatando fielmente las órdenes emanadas de sus superiores jerárquicos.


  [...] Evitar que su vida privada y pública ocasione vulnerabilidades para las funciones encomendadas al Centro.


  —El Centro podrá exigir a su personal cuanta documentación considere oportuna y en concreto la relativa a los siguientes extremos:


  • Las declaraciones tributarias correspondientes al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y al Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio.


  • Los bienes y derechos patrimoniales que posea.


  • Los valores o activos financieros negociables.


  • Las participaciones societarias.


  • El objeto social de las sociedades de cualquier clase en las que tenga intereses (art. 41).


  —El personal del Centro Superior de Información de la Defensa estará obligado a guardar el secreto profesional y estricta reserva sobre los asuntos que conozca sobre la organización, fuentes, medios, instalaciones y actividades del Centro, así como sobre la existencia y el contenido de documentos, identidades, objetos o elementos relacionados con los anteriores aspectos de los que tenga conocimiento. Tampoco podrá revelarlos ni comunicarlos a ninguna persona, ni tenerlos en su poder sin la previa autorización expresa del director. Esta obligación tiene carácter permanente y por lo tanto será de aplicación con carácter indefinido incluso cuando se haya cesado en el Centro.


  El Estatuto de Personal, según mi opinión, es claramente inconstitucional. Las libertades establecidas en la Constitución en los artículos 10 al 30 son aquí pisoteadas reiteradas veces. Si la Constitución prevé que algunos de estos derechos pueden ser restringidos a las Fuerzas Armadas, al pasar el Cesid a ser un órgano civil sus componentes no tienen las limitaciones que antes se podían restringir en su calidad de militares.


  Además, resultan chocantes asuntos como que el propio Cesid establezca que asumirá «la responsabilidad patrimonial en que pudiera haber incurrido por las acciones u omisiones que (al agente) le hayan sido legítimamente ordenadas», un asunto que recuerda al controvertido tema de «la obediencia debida», teóricamente superada tras el juicio contra los implicados en la intentona golpista del 23-F.


  Durante la época del general de división Félix Miranda, que sustituyó a Emilio Alonso Manglano, además del Estatuto de Personal y de la creación de la figura del secretario general (Real Decreto 1169/1995, de 7 de julio), se aprobó el Real Decreto 266/1996, de 16 de febrero, que procedía de «la conveniencia de potenciar la seguridad del Centro y de sus controles internos» que habían sido puestos de manifiesto en los últimos tiempos. Además, para evitar la deriva que supuso tener catorce años a Alonso Manglano, se aprobó un tope de cinco para el puesto de director.


  Un año más tarde, en mayo de 1996, poco después de la formación del Gobierno del Partido Popular, presidido por José María Aznar, se produjo un nuevo relevo en la dirección del Cesid, siendo nombrado para el cargo el teniente general Javier Calderón.


  La última gran reforma todavía tardaría una legislatura en ser aprobada. Con la segunda victoria del PP en unas elecciones generales llegó una nueva vuelta de tuerca al espionaje. El Real Decreto 741/2001, de 29 de junio, aumentaba el rango del director general del Cesid a secretario de Estado y, al mismo tiempo, el Real Decreto 755/2001 de la misma fecha, nombraba para el puesto a un civil, el primero en la historia del espionaje español. Era el embajador Jorge Dezcallar.


  Menos de un año después, el Gobierno procedía a una profunda modernización del espionaje, que incluía el nombramiento de una mujer, María Dolores Vilanova, como secretaria general.


  La Ley 11/2002, de 6 de mayo —por primera vez se utiliza una disposición de ese rango— regula el nuevo Centro Nacional de Inteligencia, que sustituye al Cesid y que se configura como Organismo Público Especial. Sus intenciones son claras: «La sociedad española demanda unos servicios de inteligencia eficaces, especializados y modernos, capaces de afrontar los nuevos retos del actual escenario nacional e internacional, regidos por los principios de control y pleno sometimiento al ordenamiento jurídico.»


  Como gran novedad, la Ley contempla el control parlamentario del CNI. Prevé que sea la Comisión que vigila los créditos destinados a gastos reservados la que efectúe la inspección de las actividades del Centro, conociendo los objetivos que hayan sido aprobados por el Gobierno y un informe anual sobre el grado de cumplimiento de los mismos y de sus actividades.


  Otros puntos destacables son los siguientes:


  —El Gobierno determinará y aprobará anualmente los objetivos del Centro Nacional de Inteligencia, mediante la Directiva de Inteligencia, que tendrá carácter secreto (art. 3).


  —Las actividades del Centro Nacional de Inteligencia, así como su organización y estructura interna, medios y procedimientos, personal, instalaciones, bases y centros de datos, fuentes de información y las informaciones y datos que puedan conducir al conocimiento de las anteriores materias, constituyen información clasificada, con el grado de secreto, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación reguladora de los secretos oficiales y en los acuerdos internacionales o, en su caso, con el mayor nivel de clasificación que se contemple en dicha legislación y en los mencionados acuerdos (art. 5.1).


  —El CNI podrá disponer y usar medios y actividades bajo cobertura, pudiendo recabar de las autoridades legalmente encargadas de su expedición las identidades, matrículas y permisos reservados que resulten precisos y adecuados a las necesidades de sus misiones (art. 5.3).


  —Para el cumplimiento de sus funciones, el CNI podrá llevar a cabo investigaciones de seguridad sobre personas o entidades en la forma prevista en esta ley. Para la realización de estas investigaciones podrá recabar de organismos e instituciones públicas y privadas la colaboración precisa (art. 5.5).


  Paralelamente a esta ley, en el mismo Boletín Oficial del Estado apareció publicada la Ley Orgánica 2/2002 que regula, también por primera vez, el control judicial previo del CNI. Según se establece, el secretario de Estado director del CNI deberá solicitar al magistrado del Tribunal Supremo competente autorización para la adopción de medidas que afecten a la inviolabilidad del domicilio y al secreto de las comunicaciones, siempre que tales medidas resulten necesarias para el cumplimiento de las funciones asignadas al Centro. Para evitar los problemas anteriores que desprestigiaron a su predecesor en el cargo en 1995, en el caso de las escuchas telefónicas, se especifica que el director deberá ordenar la inmediata destrucción del material relativo a todas aquellas informaciones que no guarden relación con el objeto o fines de la investigación.


  Posteriormente, el Gobierno aprobó dos Reales Decretos sobre la estructura orgánica y el régimen económico presupuestario, y el 27 de febrero, el Real Decreto 327/2004, por el que se modificó el Estatuto de Personal.


  El nuevo Estatuto mantiene todas las normas conflictivas señaladas anteriormente y añade al polémico artículo 25.c, que he relacionado con la obediencia debida, un nuevo párrafo que habla de que «en el curso de las diligencias judiciales que puedan derivarse a consecuencia de su actuación en el ejercicio de sus funciones, [...] el Centro Nacional de Inteligencia asumirá la satisfacción de la responsabilidad civil en la que pudieran haber incurrido las autoridades y demás personal al servicio del Centro Nacional de Inteligencia a consecuencia de hechos derivados de su actuación en el servicio».


  Este Estatuto pone punto y final, hasta el momento, a la base legal que sustenta al servicio secreto español y que nos ha servido para explicar qué es y cómo funcionan los espías españoles.


  Los intereses espurios de los gobiernos


  Los servicios de inteligencia dependen de los gobiernos, que son los que les dictan los asuntos que son de su interés y deben investigar y, dentro de ellos, les marcan las prioridades, para que distribuyan adecuadamente sus energías. Después, los gobiernos son los receptores exclusivos de la información, que les debería permitir adoptar sus decisiones ejecutivas con la máxima ventaja posible.


  El mando político directo sobre el Cesid-CNI ha ido cambiando en la democracia, algo al menos sospechoso. Tras su fundación, el vicepresidente del Gobierno para Asuntos de la Defensa, Manuel Gutiérrez Mellado, era el que mayor control ejercía sobre el Cesid, dejando en un segundo lugar al ministro de Defensa. Más tarde, con la salida del militar del Gobierno de la LJCD, ese mando se lo quedó Alberto Oliart, aunque el presidente Leopoldo Calvo Sotelo impulsó personalmente el trabajo del servicio, para el que designó a un viejo conocido suyo, Emilio Alonso Manglano.


  Con la llegada del gabinete socialista, la jefatura política del servicio secreto se la quedó el ministro Narcís Serra, que la mantuvo durante toda su etapa en Defensa, sin permitir ese control directo ni al vicepresidente Alfonso Guerra ni al presidente Felipe González. Incluso cuando González despachaba habitualmente con Alonso Manglano, encargándole y recibiendo información directa de él, la responsabilidad política seguía en Serra. Éste se la llevó a la Vicepresidencia cuando fue designado para el puesto, quitándosela al ministro de Defensa Julián García Vargas, a pesar de que las leyes vigentes se la daban a él. La dirección política poco clara provocó que al producirse el escándalo de las escuchas telefónicas a altos representantes del Estado, primero dimitiera el director del Cesid y después el ministro de Defensa y el vicepresidente del Gobierno.


  Con el Partido Popular el presidente del Gobierno adquirió más responsabilidad, pero dejando que el primer responsable fuera el ministro de Defensa. Y así siguen las cosas. Siendo el CNI un organismo de información del Estado, lo lógico sería que dependiera directamente del presidente del Gobierno, quien para los asuntos diarios podría nombrar un responsable ejecutivo directo. Porque, de hecho, es al presidente al que sirve básicamente. No tiene sentido que siga dependiendo del Ministerio de Defensa, cuando ya no es militar, y la inteligencia que producen es casi exclusivamente de otro tipo de materias. El motivo de esa dependencia es evitar que en caso de que se produzca un escándalo —como ocurre periódicamente en España y en otros países occidentales— la responsabilidad política por los hechos ilegales alcance al presidente del Gobierno.

  El inconveniente surge cuando algunas de las actuaciones ilegales del servicio de inteligencia son destapadas por la prensa. Un editorial del diario El País decía lo siguiente el 1 de febrero de 1994:4 «Las tareas que los Estados encomiendan a sus servicios secretos cuentan con una protección legal especial y con garantías sobreañadidas que, por lo general, nadie cuestiona. La sociedad suele mostrarse comprensiva con el hecho de que las reglas del juego para estos servicios no sean exactamente las mismas que las vigentes para el resto de los órganos del Estado. Pero ello no exime a los poderes públicos (Parlamento, Gobierno y jueces) y a la sociedad en su conjunto de vigilar atentamente para que tales protecciones y garantías sirvan para lo que están (la defensa de los legítimos intereses del Estado) y no sean cobertura y pretexto para actividades ilegales. Ni siquiera sería permisible que esas tareas dieran lugar a algún tipo de beneficio gubernamental en el sentido de que sirvieran a los fines propios del partido que controla el Gobierno y administra el Estado. Mucho menos que no se investiguen ni se sancionen cuando, por una u otra causa, surge a la luz algún indicio que hace sospechar de su distorsión.»
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